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INTEGRANTES: Señores Representantes Juan José Domínguez, David Doti Genta, Julio César 
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SEÑOR PRESIDENTE (Cánepa).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración integrada con la de Transporte, 
Comunicación y Obras Públicas está considerando el proyecto de ley: "Responsabilidad civil por daños 
corporales causados a terceros por determinados vehículos de circulación terrestre y maquinarias 
(Establecimiento de un seguro obligatorio). 


De acuerdo con lo resuelto en la última reunión ya se han hecho los repartidos correspondientes de los 
aportes realizados por el señor Diputado Doti Genta y los artículos sustitutivos del señor Diputado Orrico. 
Antes de iniciar esta sesión acordamos comenzar a tratar los artículos desglosados. Por lo tanto, pediría a la 
Secretaria recordar a los señores Diputados cuáles son los artículos que ya han sido votados por la Comisión 
y cuáles los que están desglosados. 


SEÑORA SECRETARIA.- Los artículos votados son: 1%, 2%, 3%, 4%, 5%, 6%, 7”, 9%, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 17, 
18 y 20. 


Han sido desglosados el literal C) del artículo 6* y los artículos 8”, 16, 19 y 21. Tampoco han sido aprobados 
los sustitutivos presentados por el señor Diputado Orrico para los artículos 22, 23, 24 y 25. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el literal C) del artículo 6". En la sesión pasada explicamos el 
alcance del mismo, 


SEÑOR CARRASCO.- Por razones obvias, recién estamos tomando contacto con lo medular de este 
proyecto y hoy se repite lo sucedido en una reunión anterior donde la presencia de la delegación del 
Partido Nacional está bastante menguada, por lo tanto, pediría al señor Diputado Doti Genta que ha 
estado trabajando en esto y realizado diversos aportes que nos ilustre respecto a este desglose. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero manifestarle al señor Diputado que los aportes realizados por el señor 
Diputado Doti Genta fueron la base de muchas de las discusiones que hemos tenido en las últimas 
sesiones, pero este literal en su momento fue desglosado por la Comisión ya que queríamos una mejor 
redacción. No hubo acuerdo sobre las distintas redacciones por lo que llegamos a la conclusión que 
había que mantener esta redacción para respetar el espíritu del legislador al momento de votar. 


Léase el literal C) del artículo 6”. 
(Se lee) 


Se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Quiero que conste en la versión taquigráfica, a los efectos del espíritu del legislador, que el literal C) de este 
artículo 6” que trata las exclusiones, es decir, aquellos que no se considerarán terceros a efectos de esta ley, de 
la aplicación del seguro obligatorio, se refiere al artículo 91 de la Ley N” 15.851 vinculada a los seguros 
obligatorios para el contrato del transporte de pasajeros. Hecha esta aclaración, pasamos a tratar el artículo 8* 
desglosado en su totalidad. 


SEÑOR ORTUÑO.- Quisiera hacer un comentario que trata de ser una exhortación sobre el criterio de 
trabajo. 


Nosotros habíamos habilitado en consenso en la Comisión el desglose de diversos artículos por distintas 
razones, no necesariamente porque hubiera oposición sobre todos ellos sino porque en algunas circunstancias 
existían dudas o se solicitó tiempo para explorar nuevas redacciones que pudieran mejorar la claridad de lo 
dispuesto en los mismos. En el caso de no haber aparecido un nuevo texto sustitutivo que mejore el anterior o 
que no haya un planteo expreso, se estableció que se procedería a votar los artículos tal como originalmente 
estaban planteados, así como acaba de suceder recientemente con el literal C) del artículo 6. Hemos dado 
tiempo suficiente para el estudio de los artículos y para la elaboración de sustitutivos, si eventualmente se 
entendiera necesario; por lo tanto, creo conveniente avanzar en la aprobación del proyecto de ley cuanto 
antes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia está de acuerdo con el planteo del señor Diputado Ortuño. Si 
alguien plantea tratar de otra manera los próximos artículos desglosados del proyecto de ley estamos 
dispuestos a escuchar. 


SEÑOR SOUZA.- Me surge una duda respecto al tercer inciso que dice: "La incapacidad total y 
permanente, de acuerdo al dictamen médico, puede alcanzar al 100% (cien por ciento) del capital 
asegurado, equivalente al caso de muerte". Quisiera saber como funcionaría el dictamen médico, si es 


el de la aseguradora, en un supuesto juicio o una pericia técnica. No me queda claro cuál es el dictamen 
médico; quién determina la incapacidad total o permanente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando comenzó la discusión de este proyecto, la Comisión contó con los 
informes del Banco de Seguros del Estado y de la Asociación Uruguaya de Empresas Aseguradoras. En 
el caso de una acción judicial, será por una pericia pedida a ese nivel, y en el otro caso será el dictamen 
médico natural que toda aseguradora necesita para evaluar el alcance del daño y que el asegurado 
podrá o no aceptarlo y podrá iniciar, inclusive, los caminos necesarios -de acuerdo con el contrato- 
para discutir si esa evaluación realizada "prima facie" por la aseguradora corresponde con los daños 
recibidos. 


En su momento el Partido Nacional había planteado si el monto era el exacto o no. Hemos hecho las 
consultas y planteamos que el límite máximo era un monto razonable. Lo importante en este proyecto de ley 
era que en el primer inciso establecíamos un límite máximo por evento y no por víctima porque dice "por 
vehículo asegurado y por accidente". Por lo tanto, el monto máximo a los efectos de la mantención de la 
equidad del sistema es por el accidente y por el hecho en sí, no por las víctimas. Después se prorrateará de 
acuerdo con las víctimas y por eso se establecerá un porcentaje que, obviamente, no se puede fijar por ley 
porque la casuística es mucho mayor de lo que nosotros podemos prever en la norma. 


Se va a votar el artículo 8” tal como está redactado en el proyecto de ley. 
(Se vota) 

——_Nueve por la afirmativa: Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión el artículo 16. 

Léase. 


(Se lee) 


SEÑOR DOTI GENTA.- Mi asesor propone aprobar el artículo tal como está redactado, suprimiendo 
el literal B) porque en esa hipótesis no se habría pago a los reclamantes; me refiero a si el vehículo no 
tuviera el seguro vigente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este proyecto de ley justamente lo que establece es que todos los eventos y los 
accidentes van a estar cubiertos; es parte del cambio importante que se establece. Por lo tanto, las 
aseguradoras a partir del sistema establecido en artículos posteriores que la Superintendencia va a 
tener un control, va a ir "repartiendo" -digo esto entre comillas porque no es el término correcto- los 
eventos dañosos donde no existan seguros y, además, hay un sistema de compensación previsto. 
Justamente, la posibilidad de la repetición es en el caso donde haya tenido que afrontar el pago del 
daño. Lo que sucede es que la víctima, a partir de este proyecto de ley, siempre va a tener 
resarcimiento y las aseguradoras tienen una parte de la responsabilidad porque es lo que la ley está 
obligando en este tema. En este caso, lo que estamos previendo es que en la hipótesis de que no haya 
seguro, la aseguradora tenga la responsabilidad de repetir por el monto que haya tenido que pagar. 
Puede haber otra opinión. 


SEÑOR SOUZA.- Entiendo que la antología de la ley es que sea un seguro obligatorio pero, comparto 
con el señor Diputado Doti Genta, que falta un nexo causal si el vehículo no tuviera seguro vigente. En 
ese caso, la persona va contra la aseguradora y ésta -vamos a hablar en términos reales- le podría 
decir: "No, esa persona contrató conmigo pero hoy no tiene relación contractual porque o le intimé el 
contrato y no lo cumplió o porque no me pagó más; yo no respondo". Esta puede ser una hipótesis 


Sinceramente, razonando en voz alta, no entiendo cómo puede entrar este literal B) en el caso de que no 
hubiere una relación contractual, más allá que la ley obligue a todo el mundo a tener seguro. Acá no existe 
relación contractual, no hay una legitimación activa de la aseguradora para ir contra su cliente porque 


contractualmente, de acuerdo con la construcción jurídica legal, no hay un vínculo por acuerdo de partes 
entre el contratante del seguro y la empresa aseguradora. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Justamente, esa es la legislación actual; este es un proyecto de ley propuesto 
para modificar la situación actual en el tema de los seguros. 


El artículo 19, desglosado por otras razones, en coberturas especiales aceptadas por el Banco de Seguros y el 
asegurado, porque este trabajo viene siendo realizado desde hace un año y medio y ha sido consultado 
previamente, establece el procedimiento para los damnificados y causahabientes indemnizados a partir de ese 
artículo -que genera el derecho, porque es a partir de una ley, si es que se transforma en ley- cuando los daños 
sean producidos. El literal B) señala "un vehículo carente de seguro obligatorio". El segundo inciso establece: 
"La Superintendencia de Seguros y Reaseguros indicará el nombre y domicilio de la entidad aseguradora que 
procederá al reclamo. A tal efecto operará en la misma un Centro de Distribución de dichos reclamos". El 
tercer inciso estipula el sistema de adjudicación de los reclamos y la forma de compensación de los gastos 
que tengan en el sistema Banco de Seguros. 


Este nuevo sistema ha sido aceptado por todas las aseguradoras del Uruguay, porque tampoco es tan 
novedoso. Es novedoso en el régimen nacional, pero se planteó en algunas sesiones el año pasado, en derecho 
comparado, como existe en Brasil y en Chile a nivel regional y en Europa en todos los países con regímenes 
jurídicos similares al nuestro o, por lo menos, con la misma raíz histórica. 


El señor Diputado Souza tendría razón en cuanto a la hipótesis planteada para este artículo, si no existiese ese 
otro artículo, pero el proyecto es una unidad en sí misma que tiene las dos partes: la obligatoriedad del seguro 
del vehículo y la posibilidad de lo que se llaman coberturas especiales de la damnificación del daño que, en 
este caso, van a poder encontrar resarcimiento a partir de los mecanismos que el propio proyecto de ley 
establece. 


Lo que el señor Diputado Doti Genta planteaba era razonable, pero no lo compartíamos por el razonamiento 
de que es necesario dar la posibilidad a las empresas aseguradoras -Banco de Seguros del Estado y cualquier 
empresa que opere en el mercado- de tener la posibilidad de repetir cuando no se ha cumplido con el seguro. 
Se puede dar la hipótesis de que la persona no haya actuado con dolo ni con culpa grave, con un vehículo 
perfecto, que no haya incumplido con ninguna otra norma, pero no tenga seguro. En ese caso, la aseguradora 
estará obligada -alguien tiene que resarcir el daño y será la Superintendencia de Seguros y Reaseguros la que 
lo determine mediante determinados mecanismos que el propio proyecto de ley más adelante establece- y 
debería tener el derecho de repetir cuando no hay un seguro obligatorio. 


Este artículo se desglosó por otras razones; la discusión era si queríamos agregar o no hipótesis. Siguiendo el 
criterio del señor Diputado Ortuño, estaríamos dispuestos a votarlo tal como viene redactado. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 16, tal como viene redactado. 
(Se vota) 


Ocho en diez: AFIRMATIVA. 


SEÑOR DOTI GENTA.- A modo de fundamento de voto, quiero plantear que me queda la misma duda 
formulada por el señor Diputado Souza. Nos parecía que de suprimir esta parte del artículo era algo 
que igual quedaba claro al estar explicitado en el artículo 19 que luego votaremos, que las personas 
accidentadas por un vehículo que no tuviera seguro no iban a tener problemas a la hora de reclamar. 
No veíamos clara la razón para no suprimir esa parte del artículo 16. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 19. 


(Se lee) 


En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Léase el artículo 21. 
(Se lee) 


En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Léase el sustitutivo al artículo 22, presentado por el señor Diputado Orrico. 
(Se lee:) 


"Artículo 22. (Infracción y sanciones).- El propietario, poseedor o guardador de hecho de todo vehículo 
automotor que, habiendo sido notificado bajo apercibimiento, circule sin seguro obligatorio, será pasible del 
secuestro y depósito a su cargo del vehículo.- Se le aplicará además una multa equivalente al importe 
promedio del costo del seguro referido del mercado en esta ley.- Una vez acreditada ante la autoridad pública 
interviniente la contratación del seguro, procederá la recuperación del vehículo secuestrado y depositado". 


En discusión. 


SEÑOR SOUZA.- Sin ánimo de entorpecer y aunque sé que en esto ha trabajado mucha gente 
calificada, quiero plantear una duda. Cuando dice "El propietario, poseedor o guardador de hecho de 
todo vehículo automotor que, habiendo sido notificado bajo apercibimiento [...]", ¿esto implica que el 
funcionario del cuerpo inspectivo primero notifica a la persona que para en la calle y luego hay un 
plazo o, de pleno derecho, notifica y una vez constatado que no existe seguro obligatorio -porque no 
hay documentación-, inmediatamente procede al secuestro y al depósito? 


Mi duda es si la persona, después de notificada, tendrá un plazo antes de que se incaute el vehículo, porque el 
artículo no lo establece. 


(Diálogos) 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa solicita un intermedio de cinco minutos. 


Se va a votar. 


(Se vota) 


Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Se pasa a intermedio. 


(Es la hora 14 y 50) 


Continúa la reunión. 


(Es la hora 15) 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 22 propuesto por el señor Diputado Orrico. 


(Se vota) 


———Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el sustitutivo del artículo 23 propuesto por el señor Diputado Orrico. La Mesa propone votarlo 
sin el inciso segundo. 


SEÑOR SALSAMENDI- Solicito que se suspenda la versión taquigráfica. 
(Así se procede) 


SEÑOR SOUZA.- Voy a fundar una discrepancia con el tenor de este artículo, que obedece a una 
posición que tiene el titular de la banca que estoy ocupando como suplente, quien argumenta algo que 
yo comparto. Me refiero a que no sería adecuado otorgar esta competencia al Ministerio del Interior y 
a las Intendencias Municipales. Desde hace largo tiempo, el Ministerio del Interior tiene escasos 
funcionarios para efectuar los controles de tránsito. Además, en tiempos pasados se constataron 
algunas consabidas desviaciones por parte de funcionarios públicos en materia de contralor. 


Con respecto a las Intendencias Municipales, tampoco se estima pertinente que se encarguen de esta tarea, 
porque se estaría desvirtuando la función típica de los inspectores de tránsito en el cuidado y el celo del 
tránsito de las ciudades y las zonas urbanas. Dar esta función al cuerpo inspectivo municipal desvirtuaría su 
actividad típica, que es el cuidado del tránsito en la cercanía de las escuelas y todo lo que refiere a la 
circulación vial, en la medida en que se fija un adicional, un incentivo del 50% de las multas, que podría 
incitar ciertas conductas. Me refiero a que se vaya a los lugares donde se pueda hacer pasible el cobro de la 
multa, en detrimento de las otras funciones que estas personas tienen como funcionarios públicos del tránsito. 
En virtud de esta posición, se sugiere que la Unidad Nacional de Seguridad Vial tenga un cuerpo inspectivo 
aparte para la realización de estas diligencias. 


Básicamente esa es nuestra opinión con respecto al artículo 23, relativo al control de infractores. 


Es una posición, por la cual se sugiere que la Unidad Nacional de Seguridad Vial sea la encargada del control 
y con eso estaríamos independizando el tema del incentivo de 50% de la multa, es decir, con un cuerpo 
inspectivo especial para esos casos especiales, a fin de no desvirtuar la función del inspector de tránsito, que 
ya tiene muchos cometidos, y que puede dar lugar a suspicacias de todo tipo y a desvirtuar la función pública. 


SEÑOR SALSAMENDI.- El sustitutivo propuesto al artículo 23 también tiene directa relación con el 
sustitutivo propuesto al artículo 24, porque el problema es que este tipo controles -llamémosle así- no 
surgen de nada exteriormente visible como ocurre, por ejemplo, con el exceso de velocidad. No son 
cosas que se pueden ver fácilmente, requieren necesariamente la detención y el control. Podría 
pensarse en algún otro formato como, por ejemplo, pegotines o "stickers" que determinaran que 
efectivamente se ha cumplido con el seguro obligatorio, pero hay antecedentes de triste memoria en 
relación a cómo se burlaba este tipo de mecanismos. 


SEÑOR ZAS FERNÁNDEZ.- Precisamente, quería destacar eso. En otros países se utiliza un 
"sticker", pero la contra que tiene es lo que ha pasado aquí con otras situaciones, en que se han 
impreso en forma particular. Así que creo que nada sustituiría el control efectivo uno a uno de los 
autos. 


SEÑOR SALSAMENDI.- En mi opinión, visto esto, en primer lugar, claramente es una típica 
competencia del Ministerio del Interior en cuanto a la labor de la denominada Policía Caminera, por lo 
menos con relación al control de rutas. 


En cuanto a los inspectores municipales, quiero decir que dado que esta es una ley de carácter nacional no 
integraría necesariamente la competencia de los municipios. De todos modos, creo que no inhibiría la 
posibilidad de que se planteara en términos de lo que inevitablemente debe ser un sistema de colaboración 
mínimo en el marco de un mismo Estado, particularmente en un Estado como el uruguayo, que tiene 
determinados niveles de autonomía pero no es un Estado federal, sino estrictamente unitario. De todas 
maneras, creo que esa posibilidad se puede plantear. 


En cuanto a la propuesta anteriormente expresada, creo que determinar en una ley que el control lo llevará a 
cabo un organismo aún no existente, obviamente genera problemas, en principio, de congruencia, porque 
suponemos que se va a aprobar, pero formalmente no lo está. Aun cuando se aprobare ese sistema en este 
mismo momento, llevaría algún tiempo de instrumentación, etcétera, a los efectos de poder hacerse cargo, por 
lo cual, si bien creo que es un aspecto a analizar porque en mi opinión se trata de una propuesta interesante, 
estoy convencido de que no tendría posibilidades fácticas de ponerse en práctica en forma más o menos 
inmediata. 


Por lo tanto, creo que deberíamos avanzar en esta solución y, en todo caso, cuando los compañeros de la 
Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas analicen la normativa a la que recién hacía 
alusión el señor Diputado Souza, quizás puedan prever un mecanismo, un régimen que elabore una transición 
hacia ese planteo que recién se desarrollaba. 


Con respecto a las multas, hay un problema básico elemental. Todos partimos de la base de que los 
funcionarios públicos deberían actuar, en primer lugar, en función del sueldo que se les paga y, en segundo 
término, en función de algunas convicciones de carácter moral, que necesariamente deberían devenir de su 
propia condición de funcionarios servidores públicos. Lamentablemente, no es una regla que se pueda aplicar 
en su absoluta generalidad. En general, en estas sociedades en las que vivimos, los estímulos morales no 
funcionan del todo por sí solos, y habitualmente requieren de algún estímulo material un poco mayor para 
que las funciones se cumplan. Sin embargo, me parece que, en este caso, como mínimo deberíamos poder ver 
en funcionamiento un sistema que es relativamente novedoso, sobre el que podemos tener cierto grado de 
incertidumbre acerca de cómo se va a desarrollar, no en cuanto a su cumplimiento sino a las velocidades de 
su cumplimiento y a las propias tareas de control, y si eventualmente, por la razón que fuere, nos 
convenciéramos, en función de una evaluación determinada, de que los sistemas de control no están dando 
resultado, podríamos ver la posibilidad de modificarlos. Pero adoptar directamente una fórmula que implique 
ir parte a parte en la multa que se aplique, me da la impresión de que no sería lo mejor, por lo menos en la 
situación en que nos encontramos. 


Insisto en que no es un sistema que no se aplique, porque en algún otro caso existen antecedentes, ni tampoco 
se trata de un sistema que se pueda descartar absolutamente de plano. En todo caso debería ser el fruto de una 
evaluación con el sistema funcionando y no a priori, porque estamos partiendo de la idea de que la gente no 
va a controlar si no logran tener una parte del producido de la multa que eventualmente se imponga. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero recordar que la propuesta de la Presidencia fue votar el artículo 23, 
suprimiendo el último inciso. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Me quiero referir a lo anterior, porque lo de las comisiones integradas me 
parece correcto. 


Hemos discutido mucho con el señor Diputado Botana en la Comisión de Transporte sobre la parte inspectiva 
y los controles. En realidad están las dos filosofías, en función de que vivimos en el país que vivimos y todos 
sabemos lo que ocurre. 


En principio no podemos dejar de lado lo siguiente, que es lo que estuvo en el centro de la discusión de la ley 
de tránsito y seguridad vial, que es el papel que juegan las Intendencias. Hasta tenemos una demanda por 
parte de una Intendencia porque, a su juicio, estaríamos violando la Constitución. 


Quiere decir que nos hemos estado preocupando muchísimo por ver por qué nosotros no estamos violando la 
Carta. Entendemos que el papel de las Intendencias queda intacto, porque son el lugar específico donde se 
manejan las leyes. Eso tiene un valor que se debe tomar en cuenta. 


Por lo tanto, me parece que está bien el primer inciso del artículo 23, previendo lo que pueda acontecer en el 
futuro al respecto. No debemos hablar de las cantidades, porque eso quedaría sujeto a la reglamentación del 
Poder Ejecutivo, que no creo que deje de lado el tema de los incentivos materiales. Eso es lo que se estaría 
buscando y lo que se hace en Montevideo. Como no tenemos por qué establecerlo es que se ha suprimido. 


Indudablemente este tema se va a canalizar a través de la Policía Caminera y de las Intendencias. Nosotros 
podríamos decir que esta tarea se realizará mediante unidades específicas de contralor que se creen o algo 


similar. Evidentemente la UNACEP tendrá que encarar la discusión de cómo se va a desarrollar en el país, 
uniendo el papel de los cuerpos de tránsito departamentales con esa Dirección Nacional, que en definitiva 
será un área de coordinación nacional. Va a coordinar las diferentes Intendencias, tendrá a su cargo los 
controles de los infractores y de los permisos de conducir. Si el inspector se dirige a un infractor, lo tendrá 
registrado en su computadora manual. Tenemos que llegar a eso. Esa es la aspiración de la UNACEP. 


Si bien este tema no escapa al Ministerio del Interior -por la Policía Caminera- ni a las Intendencias, sería 
bueno buscar a este párrafo una extensión que habilite a ingresar luego en lo que podría ser una Unidad 
Nacional que existirá en tanto la ley de tránsito y seguridad vial estará aprobada dentro de poco. 


Por supuesto que estoy de acuerdo con eliminar la mención a los montos. 


SEÑOR ORTUÑO.- En lo primero que voy a insistir es en un criterio general que yo creo es muy 
importante: mi convicción de la importancia de que en el día de hoy podamos aprobar la totalidad de 
los artículos del proyecto, habilitando la discusión en el pleno. Es trascendente, por los plazos que nos 
hemos dado para considerar el proyecto de ley y por la etapa en que estamos que se inscribe en un 
período mayor, si incorporamos las instancias anteriores. Este es un proyecto de ley que pugna una vez 
más por nacer, si no recuerdo mal, por tercera vez. Sería bueno que esta vez efectivamente se 
concretara. 


Dicho esto, sobre el artículo 23 quisiera decir dos cosas. En cuanto al primer inciso, comparto la redacción 
que viene planteada en el sustitutivo que expone el señor Diputado Orrico, por lo siguiente. Los señores 
Diputados que no son de Montevideo tienen absolutamente claro cuál es la función de la llamada Policía 
Caminera. En este período de transición, mientras no se revean los marcos generales en relación con los 
controles de tránsito, etcétera -en lo cual se está trabajando-, creo que está bien mantener la situación actual. 
Y el control de las Intendencias Municipales creo que se fundamenta por sí mismo, de acuerdo con lo que ha 
sido la realidad en el país. 


Yo sugeriría a la Comisión mantener el criterio actual, que no innovemos en esta situación sobre los 
contralores inspectivos en relación con estos temas hasta que no haya una revisión global de todo el sistema, 
en lo que respecta al tránsito, sobre lo cual se está trabajando. Cuando se concrete y se exprese en una norma, 
seguramente contendrá artículos que digan que las funciones de inspección previstas en tales leyes a partir de 
la promulgación de la nueva ley serán efectuadas por la unidad o división tal. 


Este tipo de revisiones que son globales conviene incluirlas en una norma única, en un cuerpo armónico, en 
lugar de leyes parciales, individuales, que pueden generar un régimen bastante caótico a nivel de los cuerpos 
inspectivos. Entendiendo las buenas motivaciones que plantean los colegas que impulsan esto, pienso que 
podríamos estar haciendo un flaco favor al ordenamiento de todo el sistema, sobre lo cual ambas Comisiones 
venimos trabajando, porque es lo que nos preocupa. 


Yo soy optimista en que, como fruto de esa coordinación en la que no solo está trabajando el Parlamento a 
través de estas Comisiones que integramos sino también el Congreso Nacional de Intendentes, en este 
período de Gobierno vamos a lograr una armonización general de estos temas. No lo hagamos, entonces, en 
forma parcial. Remitámonos a esa reformulación general y avancemos en esta norma tal como viene 
planteada. Simplemente, lo que hace es reiterar la situación actual; no innova y deja en la órbita del 
Ministerio del Interior y de las Intendencias Municipales -Policía Caminera y los cuerpos inspectivos de las 
Comunas- el control de los vehículos, agregándose ahora el control del seguro obligatorio. Entonces, mi 
propuesta sería no innovar y apoyar el artículo 23, tal como viene redactado por el señor Diputado Orrico. 


No vamos a acompañar al segundo inciso porque, tal como han dicho otros colegas, se incursiona en un tema 
por lo menos polémico. Yo soy de los que creen en los estímulos morales, aunque también soy consciente de 
la realidad y del país en el que vivo. Sí creo que tenemos que trabajar con políticas que dignifiquen la función 
de los empleados públicos y que jerarquicen los salarios -pagando lo que tengamos que pagar- para poder 
exigir por esos salarios los distintos servicios por los que fueron contratados por el Estado. No me cierro a 
que en algunas circunstancias puntuales pueda haber estímulos extrasalariales para algunas funciones 
estratégicas para el país. También aclaro que, en esa hipótesis, los montos de los que se habla me parecen un 
exceso. Francamente, me parece un exceso que el funcionario reciba el monto correspondiente a la mitad de 
la multa porque, además de que en lo personal creo que esto puede fomentar prácticas de corrupción o 


lesionar la ecuanimidad y la imparcialidad con la que deben administrarse y ejecutarse las normas de esta 
naturaleza, se generarían situaciones de injusticia con otros funcionarios de las mismas reparticiones. 


No quiero extenderme en este tema; solo decía lo anterior para demostrar que se trata de un asunto polémico. 
Por lo tanto, quizás lo mejor sea votar el artículo 23 con el primer inciso, dejando para esa formulación 
general futura la definición de los porcentajes de las retribuciones extrasalariales que percibirán los 
funcionarios que trabajen en estos temas. 


SEÑOR SOUZA.- Quiero fundamentar mi posición negativa a que las Intendencias ejerzan el 
contralor por una sencilla razón de sentido común. 


En los Congresos de Intendentes que se han venido celebrando desde el advenimiento de la democracia hasta 
nuestros días, el denominador común ha sido que la morosidad en las patentes alcanza el 50%, como un mal 
endémico de las Intendencias en la recaudación de ese importantísimo rubro que tienen para su 
funcionamiento. Esos vehículos que están morosos en el pago de las patentes -entre los que se debe encontrar 
el de este propio Diputado-, no son pasibles de expropiación o de secuestro por parte de las Intendencias, por 
lo menos en los departamentos que conozco. Entonces, mal puede suponerse que una Intendencia puede 
aplicar una norma de carácter general y nacional, que implica nada menos que el secuestro del automotor, 
cuando no puede percibir uno de sus más genuinos rubros respecto de ese mismo vehículo. 


Hay una contraposición latente, patente, ostensible entre las competencias, y estaríamos entrando en un 
campo de contradicción. Puedo asegurar que esto se va a plantear en el Congreso de Intendentes. No pueden 
ser las Intendencias las encargadas de aplicar esta norma. Con esa unidad nacional de seguridad autónoma 
deslindaríamos el tema. 


No olvidemos que si la Intendencia formula el apercibimiento del vehículo y lo secuestra, se queda sin el pan 
y sin la torta; no va a cobrar nunca más porque el administrado no va a ir a contratar un seguro si no le van a 
soltar el auto, si no puede circular más. Faltan normas dentro de las propias Intendencias. Si las Intendencias 
van a controlar una ley nacional y van a tener la potestad para secuestrar los vehículos, deberían tenerla 
también para el caso de incumplimiento de las obligaciones tributarias. Hoy no la tienen y circulan vehículos 
que tienen deudas de tres, cuatro y cinco años. Mal podemos dar a los funcionarios de una Intendencia la 
facultad de aplicar una ley que tiene carácter expropiatorio de un bien mueble, cuando no la pueden aplicar 
para su propia casa, en interés propio, siendo uno de los principales y más genuinos rubros de asistencia a sus 
arcas financieras. 


De modo que me parece incongruente que las Intendencias apliquen y controlen una ley de alcance nacional, 
cuando no pueden aplicar las normas sobre el mismo bien y objeto en beneficio propio. 


SEÑOR ZAS FERNÁNDEZ.- Si hay consenso en eliminar el segundo inciso del artículo 23, no tengo 
inconveniente en apoyar esa postura. No obstante ello, quiero dejar constancia en la versión 
taquigráfica de que estoy de acuerdo con la redacción tal como está propuesta, tal vez con la 
modificación que sugiere el señor Diputado Doti Genta en cuanto a que en lugar de decir "recibirán la 
mitad del importe" dijera "recibirán hasta la mitad del importe". Creo que esto vuelve la norma más 
flexible. 


Por los fundamentos que ya se han dado en esta Comisión -y que no es del caso reiterar-, estoy de acuerdo 
también con lo que se ha dicho en cuanto a que los principales estímulos tienen que ser los morales; estoy 
totalmente de acuerdo, pero a veces las cosas no funcionan así. Ojalá se pueda dar en este caso, pero si no se 
da, esperamos que el Poder Ejecutivo por la vía de la reglamentación implemente otra cosa. 


De modo que acompaño la posición mayoritaria y quiero dejar expresa constancia de que comparto el 
segundo inciso del artículo 23. 


SEÑOR CARRASCO.- Si bien es cierto que podemos coincidir con el señor Diputado Ortuño en 
cuanto a no entrar en aspectos de fondo o de innovación, lo que proponen nuestros compañeros del 
Partido Nacional es bien atinente. Nosotros vivimos en el interior, conocemos la problemática y 
sabemos cómo trabajan la Policía Caminera y las Intendencias. También conocemos el problema de 


morosidad. Lo único que en este caso zanjaría el problema, sería dejar alguna advertencia en el primer 
inciso del artículo 23. En esto coincido con mis compañeros. 


Con respecto al segundo inciso, mi oposición es lisa y llana: yo pensaba, en esta llegada mía al Parlamento 
Nacional, que estas cosas no se verían escritas ni se comentarían. También tenemos experiencia en eso, 
porque hemos actuado en Intendencias del interior y sabemos la desprolijidad que esto causa. En estos 
momentos en que se está hablando de la Reforma del Estado y del Estatuto del Funcionario Público, nos 
llama poderosamente la atención que estos conceptos aparezcan en algún proyecto de ley. 


El funcionario público, así como el trabajador privado, el peón, trabaja por una paga, que en algunos casos 
está laudada y en otros no, pero siempre hay un convenio de partes; aunque se haga a nivel colectivo, es un 
convenio de partes. Por ese salario, por ese sueldo, por esa remuneración, tiene que prestar un servicio. Eso 
se controla mutuamente: servicio prestado correctamente, pago efectuado en tiempo y forma. Esta situación 
escrita en este proyecto me lleva a pensar que en un convenio de trabajo, además de pagar el sueldo a la 
persona, hay que pagarle para que cumpla. Saco el aspecto moral, porque esto pasa a ser una inmoralidad. 


No quiero extenderme, porque no he estudiado este tema, pero espontáneamente quiero decir a mis 
compañeros de bancada y a todos los compañeros de Comisión que no voy a acompañar este inciso. 


SEÑOR DOTI GENTA.- Creo que acá hay dos situaciones: una cosa es el proyecto de ley, los artículos, 
y otra es lo que cada uno piensa sobre la moral de las personas, ya sean trabajadores públicos o 
privados. A mí no me asustan este tipo de cosas, porque en definitiva el trabajo de un Inspector de 
Tránsito o de Policía Caminera no es de ahora. Por lo tanto, que cobren multa y que esté estipulado 
que una parte sea para ellos, no es de ahora, sino que proviene de tiempos inmemoriales, no sé desde 
cuándo; no nos podemos rasgar las vestiduras por ello. 


SEÑOR CARRASCO.- ¡Lamentablemente! 


SEÑOR DOTI GENTA.- Yo estoy con la conciencia tranquila, y si está en la ley, no nos va a cambiar la 
vida. Hay Intendencias en todo el país, de distinto color político, que aplican esto desde hace años. ¡Es 
así! Que podremos querer cambiarlo en el futuro, ¡bueno!, pero es algo que viene desde hace muchos 
años, de la misma manera que un funcionario público o un trabajador privado -peón, capataz, Oficial 
de Primera, de Segunda, de Tercera o de Cuarta- cobra un sueldo, pero a su vez tiene una 
remuneración por la función que cumplen. No creo que estemos pensando mal de esa remuneración 
extra que cobra; por algo ha de ser, porque cumple más horas u otras funciones diferentes a las que 
normalmente cumple. 


Quiero dejar en claro que el hecho de que las multas estén establecidas en la ley o no, realmente no me 
molesta, porque esto ya viene desde hace muchos años. Buenos y malos han existido en toda la historia; 
quizás los malos no son los que nosotros pensamos, sino que nosotros, los que estamos a veces arriba, los 
hacemos malos, porque cuando nos cobran una multa le decimos: "No nos cobre la multa que yo" -estoy 
hablando por mí y no por los demás Diputados- "arreglo tal cosa". 


Quería dejar en claro ese aspecto con relación a la posición de este inciso que se agregaba. No tengo ningún 
problema en votar solo el inciso tal como venía desde un principio, si la mayoría de la Comisión así lo 
dispone. 


SEÑOR ZAS FERNÁNDEZ.- Señor Presidente: usted me conoce desde hace relativamente poco 
tiempo y algunos otros desde hace más tiempo. No soy de los que se enredan en discusiones o entran en 
cosas pequeñas, pero quiero decir que este artículo y, sobre todo la persona que lo redactó y lo propuso, 
no merece los calificativos que ha recibido por parte del señor Diputado Carrasco. Creo que no los 
merece y que acá todo el mundo actúa de buena fe. El señor Diputado Orrico, que es quien lo ha hecho 
tiene una trayectoria de muchos años acá dentro y no merece haber sido calificado de esa forma. 


Si el señor Diputado Carrasco entiende que este tipo de cosas es inmoral, le digo que va a tener un buen 
trabajo dentro de su propio Partido, porque muchas Intendencias del interior que son de su mismo signo 
político -como decía el señor Diputado Doti Genta- utilizan este tipo de mecanismos y cuando fueron 


Gobierno también emplearon este tipo de incentivos sin que nadie lo calificara de esa manera. Podemos decir 
que estamos de acuerdo o no, pero creo que no debemos calificar de esa forma, que hiere injustamente a 
alguien que no lo merece. 


SEÑOR CARRASCO.- Lamento si a alguien ofendí y se está diciendo por interpósita persona. 


No conozco personalmente al señor Diputado Orrico, no he tenido el honor siquiera de saludarlo. Además, 
digo con total franqueza que estoy metido en el tema y ni siquiera miré quién lo había propuesto. Quiero 
aclarar eso. Mis disculpas a la bancada; no conozco al señor Diputado Orrico, por lo que no se lo puedo decir, 
pero si es necesario, hablo con él personalmente. 


Desmenuzando el tema, cuando utilizo el término "inmoralidad" no lo hago como acusación; lo digo en 
general, porque se refiere a la moral. Lo digo como consecuencia de lo que pienso y de lo que he 
comprobado en la vida. A mí me cae un poco mal -por no decir muy mal- que se esté legislando en ese 
sentido, como alguien dijo aquí -no fui el primero en señalarlo-, cuando se refirió a la industria de la multa, 
que todos lo sabemos. 


Mi compañero de bancada, el señor Diputado Doti Genta, se refirió a que esto se está haciendo en muchas 
Intendencias desde hace mucho tiempo. No es novedad, pero este es un proyecto para una ley nueva. 
Entonces, si en algunos casos veíamos determinadas situaciones que merecían nuestra observación, creo que 
este es el momento de decirlo; estamos en un Parlamento libre, en un régimen democrático. Cuando fijamos 
posiciones políticas o de principios, en algunas circunstancias, no se debe considerar que se agravia al otro 
sector. De ninguna manera. Si fue así, pido disculpas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 23, sin el segundo inciso. 


(Se lee:) 


"Artículo 23. (Control de infractores).- El Ministerio del Interior y las Intendencias Municipales efectuarán el 
control del cumplimiento de esta ley". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


Siete en ocho: AFIRMATIVA. 


Voy a fundamentar el voto en el entendido de que las advertencias realizadas por el señor Diputado Souza las 
consideramos de recibo, pero los argumentos esgrimidos por el señor Diputado Ortuño en cuanto a no 
innovar en esta oportunidad -consta en la versión taquigráfica- porque las disposiciones generales del 
tránsito, la responsabilidad del control y todo lo relativo al tránsito figura en otro proyecto de ley y, cuando se 
apruebe, seguramente este artículo sufrirá las modificaciones necesarias como otras leyes nacionales que 
están rigiendo distintos aspectos del tránsito nacional, y dejando la constancia política de que tomamos a 
buen recaudo las advertencias realizadas, nos han llevado a votar el artículo 23. 


SEÑOR CARRASCO.- A modo de fundamento de voto, recogiendo palabras del señor Diputado 
Salsamendi, quiero decir que acá se atenúan algunas de las cosas respecto al contralor. Este artículo 24 
va a complementar en gran parte lo del artículo 23, referido al contralor de infracciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 24. 


(Se lee:) 


"D Los Registros Públicos no podrán inscribir títulos de propiedad, contratos de prendas u otros documentos 
que afecten la titularidad de los vehículos automotores, sin el previo control de la vigencia del seguro de 
referencia. 


ID) Los Municipios no podrán realizar transferencias municipales, cesiones, empadronamientos, 
reempadronamientos, cambios de motor, chasis, otorgar certificados de libre de deuda y antecedentes sin el 
previo control de la vigencia del seguro de referencia". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 25. 


Quiero hacer una propuesta. El espíritu del artículo 25, más allá de que también complementa los controles, 
es la generación de problemas en distintos tipos de actividades, a quienes no cuenten con el seguro 
obligatorio. Más allá de que compartimos el comentario que nos acercaba el señor Diputado Doti Genta en 
cuanto a que nos parece excesivo el plazo establecido, no nos parecería bueno que no existiese el plazo, por 
lo que creo que el camino del medio sería establecer un control de 3 años y no de 5. Yo creo que la idea es 
buscar un plazo menor al de 5 años, estableciendo sí un plazo de contralor de las oficinas porque, si no, lo 
que estaríamos haciendo es liquidar el artículo, pues en realidad es allí donde se establece hasta cuándo 
estaría la prescripción en caso de no tener este seguro obligatorio. 


SEÑOR DOTI GENTA.- Por los montos, me parece que un plazo de tres años para un seguro común 
no es adecuado. 


(Diálogos) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo una nueva redacción para el artículo 25: "Las oficinas competentes 


deberán controlar que los vehículos se encuentren asegurados desde los tres años anteriores al trámite 
que se pretenda efectuar". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

———Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Léase el artículo que pasó a ser 26. 

(Se lee:) 


"(Vehículos oficiales).- Los vehículos automotores de propiedad del Estado están comprendidos en la 
obligatoriedad de asegurar establecida por esta ley.- Los seguros serán contratados según el artículo 1* de la 
Ley N? 16.426 de 14 de octubre de 1993.- Los damnificados por vehículos oficiales tendrán acción directa 
contra el Banco de Seguros del Estado (BSE) en la forma y condiciones previstas en los artículos anteriores". 


En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Nueve por la afirmativa. AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Léase el artículo 27. 
(Se lee:) 


"Esta ley es de orden público". 


En discusión. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

———Nueve por la afirmativa. AFIRMATIVA. Unanimidad. 

Léase el artículo 28. 

(Se lee:) 

"(Vigencia).- Esta ley entrará en vigencia a los ciento ochenta días de su promulgación". 


En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Nueve por la afirmativa. AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En el artículo 29, la Mesa propone cambiar el plazo de noventa días, que allí se establece, por el de ciento 
cincuenta días. 


(Diálogos) 


La redacción propuesta es la siguiente: "El Poder Ejecutivo reglamentará esta ley en un plazo de ciento 
cincuenta días a partir de su promulgación". 


En discusión. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

———Nueve por la afirmativa. AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Queda aprobado el proyecto. 


SEÑOR DOTI GENTA.- Propongo al señor Presidente de la Comisión como miembro informante de 
este proyecto. 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa agradece la presencia de los colegas de la Comisión de Transporte, 
Comunicaciones y Obras Públicas; esta experiencia de trabajo integrado ha sido muy buena. 


Se levanta la reunión. 


Tí maana dal nia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


